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I. PROPÓSITO Y ALCANCE DEL PGIRDN

1.1 El riesgo de desastre tiene costos económicos y sociales de importancia y de impacto duradero. Latinoamérica y el Caribe concentran más de la mitad de las pérdidas económicas asociadas a fenómenos naturales a nivel global, pese a que solo registra una cuarta parte de los eventos (Misutori, 2019). Ante ello, el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) (en adelante, el Banco) creó la Facilidad de Crédito Contingente para Emergencias por Desastres Naturales (CCF, por sus siglas en inglés), con el fin de facilitar a los países miembros prestatarios recursos líquidos inmediatamente después de un desastre severo o catastrófico, para ayudarlos a desplegar asistencia humanitaria, restablecer servicios básicos y otras medidas de respuesta (GN-2999-9).

1.2 Los desastres causados por fenómenos naturales tienen un peso significativo y creciente en la agenda de desarrollo de Bolivia. Por ejemplo, los impactos de las sequías se han incrementado entre 2022 y 2023: las precipitaciones alcanzaron mínimos que no se registraban desde 1950 y la temperatura promedio se mantiene en aumento desde hace más de 70 años[footnoteRef:1] (Chambi, 2023). Estas condiciones sobrepasan los niveles de resiliencia de miles de personas que han visto afectado el acceso al agua para consumo humano y para sus actividades agropecuarias. Expresiones recurrentes de la variabilidad climática regional, como El Niño – Oscilación Sur (ENOS) también han evidenciado los altos niveles de riesgo de desastre que tiene el país: para El Niño de 1982 – 1983 se reportan pérdidas estimadas en un 15,5 % del producto interno bruto (PIB), para El Niño 1997 – 1998 se reportan pérdidas del 6,3%; y en el caso de La Niña de 2007 – 2008, las pérdidas asociadas fueron del 5,1% del PIB (BID, sf)[footnoteRef:2]. [1: 	F. Chambi (Julio 25, 2023). Cambio climático: La prolongada sequía enciende las alarmas en Bolivia. Voz de América. ]  [2:  	Hoffman, 2012. Fuego y Clima unidos en la Chiquitanía. ] 


1.3 Los impactos asociados a las amenazas hidrometeorológicas en Bolivia están siendo exacerbados por los efectos del cambio climático. Por ejemplo, más allá de las quemas o chaqueos que se dan en las tierras bajas, como modo tradicional para la preparación de cultivos, el cambio climático está provocando una mayor incidencia de fuegos en las áreas boscosas debido, principalmente, a la mayor frecuencia de sequías y vientos fuertes. La ocurrencia de incendios forestales también muestra un patrón en aumento, especialmente la zona de los llanos. Solo en 2019 los incendios forestales destruyeron 2.000.000 de hectáreas de bosques y pastizales, de las cuales cerca de la mitad correspondía a áreas protegidas con alta biodiversidad. Por otra parte, y dadas las condiciones actuales de exposición y vulnerabilidad de alguno de sus sistemas productivos, Bolivia podría ver afectada su producción agropecuaria en los próximos años. De acuerdo con Lykke, A. et al. (2014)[footnoteRef:3], la afectación del calentamiento global en el sector podría impactar a cerca del 10 por ciento del PIB, y de forma derivada, la estabilidad ocupacional de cerca del 35 por ciento de la fuerza laboral, así como impactos asociados con la seguridad alimentaria y nutricional de familias que dependen de la agricultura como medio de subsistencia. [3:  	Andersen, L.E., L.C. Jemio, H. Valencia. 2014. La economía del cambio climático en Bolivia: Impactos en el sector Agropecuario. C.E. Ludeña y L. Sanchez-Aragon (eds), Banco Interamericano de Desarrollo, Monografía No. 191, Washington, DC. 
] 


1.4 En consideración a la relevancia del tema para el país, el Gobierno de la República Plurinacional de Bolivia solicitó al Banco el Préstamo Contingente para Emergencias por Desastres Naturales y de Salud Pública” (BO-O0010). El objetivo general de la operación es contribuir a amortiguar el impacto que un desastre natural o un evento de salud pública de magnitud severa o catastrófica podría tener sobre las finanzas públicas del país. El objetivo específico de desarrollo es mejorar la gestión financiera de los riesgos de desastres naturales y de salud pública mediante el aumento de financiamiento contingente estable, costo-eficiente y de rápido acceso para cubrir gastos públicos extraordinarios dirigidos a la atención de la población afectada por emergencias por desastres naturales y de salud pública.

1.5 Para ser elegibles para el financiamiento mediante la CCF, los países miembros deben contar con una política pública de gestión integral de riesgos que se documenta a través del presente Plan de Gestión Integral de Riesgos de Desastres Naturales (PGIRDN). El PGIRDN refleja los esfuerzos que el país realiza para promover la prevención de nuevos riesgos al tiempo que reducen los costos sociales, económicos y fiscales de los desastres y debe estar vigente y a satisfacción del Banco para cumplir con el requisito de elegibilidad establecido por el documento de política de la CCF (GN-2999-9). El PGIRDN consta de cinco ejes estratégicos: (i) gobernabilidad en gestión del riesgo; (ii) identificación y conocimiento del riesgo; (iii) reducción de riesgos; (iv) preparación y respuesta a desastres; y (v) gestión financiera de riesgos. El documento es acordado entre el Gobierno y el Banco, e incluye tanto metas generales a mediano plazo (cinco años) como hitos e indicadores de progreso de corto plazo (anuales) para permitir un seguimiento regular por parte del Banco.

1.6 El presente documento contiene el PGIRDN para la operación BO-O0010 antes descripta. El documento contiene: (i) antecedentes y el contexto de riesgo de desastres del país; (ii) el marco normativo e institucional de la gestión del riesgo de desastres (GRD) en el país; (iii) un diagnóstico de referencia sobre los avances y desafíos de la GRD en Bolivia; (iv) la contribución del Banco a la reducción del riesgo de desastres; (v) los objetivos a largo plazo y los indicadores del primer año para medir la mejora de la política y el desempeño de la GRD en el país; y (vi) el mecanismo de verificación que empleará el Banco.

II. 	ACCIONES DEL PAÍS Y EL BANCO EN EL SECTOR

A. Antecedentes y contexto del riesgo de desastres en Bolivia

2.1 	Bolivia es uno de los países con mayores niveles de riesgo de desastre dentro de la región latinoamericana. De acuerdo con Germanwatch (2021), Bolivia se ubicó en la posición 10 a nivel mundial del conjunto de países más afectados por desastres. El informe estima que los daños sufridos equivalieron a 0,76 por ciento de su PIB; además, los ecosistemas que fueron afectados por los incendios forestales pueden durar aproximadamente 300 años en recuperarse. Aunque se carece de estudios integrales que permitan contar con un perfil actualizado del riesgo de desastre del país, es posible inferir que Bolivia tiene una condición de riesgo de desastre de moderada a alta que persiste, al menos, desde mediados de la década de los 2000, tal y como se aprecia de distintas valoraciones desarrolladas por agencias especializadas: Dilley, 2005; Harmeling, 2008; World Bank, 2010; Save the Children, 2012; BID, 2014; INFORM, 2018; IFRC, 2023; y PDC, 2023; entre los principales.

2.2	De acuerdo con la información disponible, es posible concluir que la cantidad de emergencias por año aumentó desde la década del 2000[footnoteRef:4]. Del total de registros, más de la mitad corresponde a emergencias causadas por eventos hidrometeorológicos (sequías 10%; inundaciones 41%). En adición a estas tendencias, la mayor recurrencia de temperaturas extremas, derretimiento glaciar y altas tasas de deforestación podrían incrementar los niveles de riesgo de desastre del país; no solo por las variaciones en el comportamiento de los fenómenos naturales, sino además por la erosión de los medios de vida de la población más rezagada en materia de desarrollo, que supera el 45% de la población: 36,3% en pobreza moderada; 11% en pobreza extrema (BID, 2022a; WFP, 2022). [4:  	A partir de la información de DesInventar para el periodo 1970 – 2015.] 


2.3	En los próximos años la problemática causada por eventos hidrometeorológicos podría verse agravada por los efectos del Cambio Climático (CC). Según la contribución prevista determinada nacionalmente del Estado Plurinacional de Bolivia (GdB, 2015), para 2030, el 27% del territorio nacional podría verse afectado por una sequía persistente y el 24% por inundaciones altamente recurrentes. Según la línea base sobre modelos de escenarios climáticos de Bolivia (Ministerio de Medio Ambiente y Agua – MMAYA, 2014), que es parte de la Tercera Comunicación Nacional, dichos modelos para Bolivia indican una tendencia hacia cambios en patrones de precipitación (retraso en el inicio y acortamiento de la temporada de lluvias) y mayor frecuencia de eventos extremos (granizo, lluvias severas y sequías).

2.4	Los incendios forestales representan un desafío histórico que se ha exacerbado en los últimos años, especialmente en la Amazonía y los Llanos. Estos incendios no solo causan una considerable degradación ambiental y pérdida de biodiversidad, sino que también tienen un impacto socioeconómico profundo, afectando a las comunidades locales y generando pérdidas en la agricultura. 

2.5	Similarmente, el impacto de las inundaciones representa otra carga económica de peso creciente en los últimos años. Según ITEC (2016), en la cuenca del Amazonas, donde el riesgo de inundaciones es especialmente alto, eventos catastróficos han demostrado su capacidad devastadora, afectando a personas, viviendas y áreas agrícolas. Los desastres de 2007, 2010, 2013 y 2014, por ejemplo, generaron pérdidas económicas que, en casos críticos, se estiman en hasta US$ 1.000 millones, impactando a alrededor de un millón de habitantes. 

B. 	El marco normativo e institucional para la GRD en Bolivia

2.6 	El marco normativo que regula las actividades de GRD en Bolivia emana desde su Constitución Política[footnoteRef:5] y deriva hacia un conjunto de leyes, reglamentos y políticas que son ejecutadas por un grupo de instituciones específicas. La interacción entre las instituciones está organizada para que funcione de un modo sistémico y coordinado, y en donde se observen principios de acción como: (i) prevención y precaución; (ii) participación y cooperación; (iii) integración y multisectorialidad; (iv) sostenibilidad; (v) equidad; (vi) transparencia y rendición de cuentas; y (vii) respeto a la diversidad social y cultural. [5:  	Los artículos 14, 15, 16, 18, 34, 107, 255 y 298, hacen referencia a las responsabilidades del Estado en materia de GRD.] 


2.7	La Ley de Gestión de Riesgos N° 602 es el instrumento que define el marco institucional y las normas en materia de gestión del riesgo de desastre. La ley está reglamentada por el Decreto Supremo N° 2342, que establece detalles sobre las acciones comprendidas dentro de la reducción del riesgo, la atención a desastres y contingencias y las transferencias permitidas en momento de emergencia y recuperación. La Ley 602 habilita al Sistema Nacional para la Reducción de Riesgos y Atención de Desastres y Emergencias (SISRADE), que se define como el conjunto orgánico y articulado de estructuras, relaciones funcionales, métodos y procedimientos que establecen entre sí como los recursos físicos, técnicos, científicos, financieros y humanos de las entidades que lo conforman, en el cual cada componente, desde el ámbito de su competencia y jurisdicción y en forma autónoma e interrelacionada, busca el logro de los objetivos de la Ley.

2.8	El SISRADE se coordina desde el Consejo Nacional para la Reducción de Riesgos y Atención de Desastres y Emergencias (CONARADE), integrado por el Viceministerio de Defensa Civil (VIDECI) y el Ministerio de Planificación y Desarrollo. Adicionalmente, el SISRADE cuenta con el concurso de las instituciones públicas, privadas y organizaciones de la sociedad civil a nivel nacional, departamental y municipal vinculadas con la temática, así como las instancias de asesoramiento técnico y coordinación. Según sea el caso y los requerimientos, el CONARADE puede convocar a distintas instituciones para contar con su colaboración dentro del amplio abanico de actividades asociadas a la GRD y sancionadas en la Ley 602.

2.9	Las responsabilidades institucionales en Bolivia sobre GRD observan el principio de subsidiariedad, por lo que las figuras subnacionales de gobierno juegan también un rol importante. Las prefecturas departamentales, los gobiernos municipales y las entidades sectoriales y regionales tienen a cargo la formulación y ejecución de políticas, planes, programas y proyectos para llevar a cabo actividades de reconstrucción, reactivación y recuperación económica de los procesos productivos de las zonas afectadas por los desastres, en coordinación con las disposiciones del CONARADE (artículos 11 y 12 de la Ley 602). Esto queda normado en la Ley Marco de Autonomías y Descentralización “Andrés Ibáñez”, en donde se definen las responsabilidades del estado en los niveles nacional, departamental, municipal e indígena originario campesino.

2.10	Adicionalmente existe un conjunto coadyuvante de leyes que refuerzan la labor del Estado en torno a la GRD. La Ley del Sistema de Planificación del Estado (N° 777) incorpora la temática dentro del Sistema de Planificación Integral del Estado. Similarmente mandata un vínculo con el Plan de Desarrollo Económico y Social, en donde se resaltan elementos de ordenamiento territorial con enfoque de gestión de sistemas de vida, gestión del riesgo y cambio climático. También el enfoque se transversalizó en los Planes Sectoriales de Desarrollo Integral para Vivir Bien, así como en sus instrumentos homólogos para el ámbito territorial.

C. 	Avances y desafíos en la GRD

2.11	A continuación, se presentan los principales avances y desafíos de Bolivia estructurados en torno a los principales ejes estratégicos definidos en el PGIRDN. Principalmente, la información que se presenta corresponde a la valoración del Índice de Gobernabilidad y Políticas Públicas en Gestión de Riesgo de Desastre (iGOPP) para el año 2014, los resultados del Índice de Gestión del Riesgo (IGR) aplicado en 2020 y el Diagnóstico de Capacidades de Bolivia, desarrollado en 2022 por Capacidad de Reducción de los Desastres (CADRI), en coordinación con el Ministerio de Planificación del Desarrollo (MPD).

1. 	Gobernabilidad para la gestión del riesgo de desastre

2.12 	El eje de Gobernabilidad para la GRD es el que recibe la mayor valoración dentro del conjunto de condiciones normativas, institucionales y presupuestarias valoradas por el iGOPP. Este componente alcanza un 49% de cumplimiento, lo que equivale a un nivel de progreso “apreciable”. Los aspectos de coordinación y articulación central de la política y la definición de responsabilidades sectoriales son las fases de política con mejor desempeño.

2.13	La Ley No. 602 de Gestión de Riesgos (2014) representa un progreso significativo en la normativa. La Ley promueve la gestión integral del riesgo de desastres como un elemento transversal en todas las políticas públicas y niveles de gestión territorial. Otro avance destacable es la integración de la temática de gestión del riesgo en el Sistema de Planificación Integral del Estado (SPIE) mediante la Ley 777 de 2016. Además, busca incorporar la cultura de prevención y resiliencia frente al riesgo de desastres en los municipios.

2.14 	Los desafíos principales en materia de gobernabilidad se concentran en el ámbito de la definición de responsabilidades sectoriales y las evidencias de progreso en la implementación. Por ejemplo, esto se evidencia en la falta de directrices sobre la duración de las fases de reparación o reconstrucción de viviendas afectadas y el apoyo para el restablecimiento de medios de vida tras los desastres. Un estudio realizado por CADRI (2021) identificó espacios de mejora en materia de coordinación institucional y articulación entre sectores y territorios. El país no cuenta con una estrategia de articulación entre el VIDECI y el MPD que defina metas ni indicadores de desempeño, lo que dificulta desarrollar un entorno de rendición de cuentas. Similarmente, existen debilidades en materia de coordinación entre los niveles nacional, sectorial y territorial. Por ejemplo, la mayoría de las entidades territoriales autónomas (ETA) carecen de normativa específica sobre GRD, y en el caso de las que cuentan con una, el enfoque se ubica en torno a la atención de emergencias. Se ha identificado también una limitada difusión de herramientas de planificación: insumos como el PSARDI y la ENGRAyCC son poco conocidos por técnicos en diferentes instancias, lo que limita la aplicación efectiva de políticas y estrategias de gestión del riesgo a nivel nacional.

2. 	Identificación y conocimiento del riesgo

2.15	El progreso en esta materia se valora como “incipiente” de acuerdo con la calificación del iGOPP, con un 45% de cumplimiento para los indicadores de este componente. Bolivia ha progresado en su capacidad de comprensión del riesgo, y esta mejora se refleja en acciones concretas en sectores clave, como la gestión integrada de recursos hídricos en cuencas, y con el desarrollo de herramientas como el Sistema Integrado de Información. También se identifican avances en el análisis y generación de mapas de riesgo de desastre, pero persisten retos para mejorar la recolección de datos desagregados, especialmente en temas centrales para el análisis de vulnerabilidad y exposición. 

2.16	Otro avance destacable es la inversión que el país hizo en la generación de mapas de riesgo de desastre, así como la elaboración del Índice de Riesgo Municipal (IRM). Ambas herramientas permiten identificar rápidamente los niveles de riesgo alto, medio y bajo a nivel municipal en diferentes escenarios de amenazas. Con este enfoque, los municipios pueden mejorar la comprensión de sus riesgos al contar con diagnósticos contextualizados con datos locales. De la misma manera, el manejo de herramientas probabilísticas para la estimación del riesgo de desastre experimentó un desarrollo importante en Bolivia. Por otro lado, la integración de mapas de amenazas y riesgos en sistemas de información geográfica (SIG) y la inclusión de amenazas tradicionalmente no modeladas, como la sequía y los incendios forestales, son otros ejemplos claros de avance en este componente. 

2.17	No obstante estos avances puntuales, todavía persisten muchos desafíos en el ámbito de la identificación de riesgos. La estandarización de métodos de evaluación del riesgo de desastres para diferentes amenazas requiere de mayor atención. Se destacan dos ámbitos críticos: (i) institucionalizar los flujos y procedimientos de intercambio de información entre sectores, las ETA y el SINAGER-SAT; y (ii) acordar una metodología nacional, estandarizada y acordada con las instituciones miembro del Sistema para mapear y analizar los diferentes tipos de riesgo de desastre, así como registrar y evaluar los daños y pérdidas a nivel sectorial. Otro desafío que persiste es la actualización periódica de las evaluaciones de vulnerabilidad y riesgo. La necesidad de reflejar mejoras en la modelación y cambios en la exposición y vulnerabilidad en los nuevos estudios es crucial para una gestión eficaz del riesgo. Especialmente después de la pandemia, se considera que las condiciones de vulnerabilidad y exposición variaron sustancialmente y podrían haber cambiado los perfiles de riesgo de desastre que se usaban para guiar las acciones de GRD.

2.18	Finalmente, un desafío pendiente es la limitada divulgación de la gestión del riesgo de desastres entre la población general. La difusión de información sobre riesgos y la participación comunitaria en la gestión del riesgo aún no son suficientes. Esto subraya la necesidad de mejorar la comunicación y el entendimiento público sobre el riesgo de desastres. Dicha situación tiene un correlato institucional, en donde es necesario un enfoque coherente para el desarrollo de capacidades de gestión del riesgo de desastres entre las instituciones en el país, y, consecuentemente, hacia la población en general. De acuerdo con el estudio de CADRI, se ha identificado la necesidad de orientar esfuerzos para contextualizar las intervenciones humanitarias dentro de una discusión más amplia sobre los factores de riesgo y asegurar que las acciones trabajen hacia la resiliencia.

3.	Reducción del riesgo de desastres

2.19	Bolivia también muestra un nivel “incipiente” respecto a la reducción del riesgo, con un 35% de cumplimiento de los indicadores para este componente. Dentro de este apartado, la definición de responsabilidades territoriales es el área que muestra mayor progreso, con un 100% de cumplimiento de los indicadores de este componente. Bajo el marco normativo de la Ley de Gestión de Riesgos, los objetivos, políticas, planes y demás instrumentos de política pública, deben incorporar acciones y recursos para reducir riesgos existentes. Persiste además el desafío de incorporar en dichos instrumentos consideraciones relacionadas con poblaciones vulnerables, como mujeres y poblaciones indígenas, y acciones para la reducción del riesgo. Un avance por destacar es la definición de lineamientos metodológicos para la formulación de los planes territoriales de desarrollo integral (PTDI) por parte del MPD. Esto se complementa bien con los mandatos que emanan de la Ley Marco de Autonomías y Descentralización “Andrés Ibáñez”, que fortalecen la capacidad de las regiones para evaluar y gestionar los riesgos en sus respectivos territorios, entre ellas, la obligatoriedad de la zonificación de amenazas en ciudades.  

[bookmark: _Hlk161867607]2.20	En términos sectoriales existen algunos avances en el ámbito agropecuario, ambiental y de recursos hídricos. Se han desarrollado mecanismos y herramientas para mejorar la planificación del desarrollo agrícola con consideraciones de riesgo de desastre y adaptación al cambio climático, en particular con relación al riesgo de sequías, y a través de intervenciones en riego tecnificado (BO-L1106 y BO-L1226). También se reportan avances en mecanismos de transferencia del riesgo y monitoreo a fenómenos potencialmente peligrosos. El sector de recursos hídricos ha realizado progresos desde 2006 que se puede medir a través de sus planes nacionales de cuencas, en donde convergen enfoques de gestión integrada de recursos hídricos con la gestión integral de cuencas. Además, se han dado avances en la integración de la gestión del riesgo de desastres en los planes de ordenamiento territorial. Esto se refleja en la definición de áreas reservadas y protegidas, que buscan reducir la vulnerabilidad de las comunidades a través de una planificación y uso del suelo más adecuados.

2.21	Bolivia enfrenta desafíos en la reducción del riesgo, particularmente en la implementación efectiva de medidas de reducción del riesgo basadas en la identificación de zonas de riesgo. La falta de acciones concretas en áreas identificadas como riesgosas muestra una brecha entre la planificación y la implementación en la reducción de riesgos. En ese sentido, existe la necesidad de mejorar la articulación entre los estudios de amenaza, vulnerabilidad y riesgo, y las acciones de intervención. El Programa Bolivia Resiliente ha abordado en parte estos desafíos a través de la implementación de una serie de obras de mitigación del riesgo de inundaciones en cuencas priorizadas, cuyo diseño ha sido informado por evaluaciones probabilistas del riesgo. También se destaca la falta de priorización de la reducción de riesgos dentro de la planificación de los gobiernos municipales y en su asignación presupuestaria (CADRI, 2021). Además, existe una necesidad de mejorar la articulación de la GRD con los programas de financiamiento municipal y departamental; actualmente, los recursos financieros son limitados y se concentran principalmente en la atención de emergencias y desastres.

2.22	Por otra parte, en materia de riesgo sísmico, existe el desafío de solventar la falta de códigos de seguridad para el diseño sismo-resistente y la definición de especificaciones técnicas para infraestructuras esenciales. Si bien Bolivia tiene un riesgo sísmico moderado, la exposición ha aumentado en las zonas de mayor sismicidad y la ausencia de estas normas técnicas implica una mayor vulnerabilidad al riesgo para la población y los activos expuestos.

4. 	Preparativos y respuesta a desastres

2.23	Bolivia muestra un avance “incipiente” en este componente, con un cumplimiento del 34% de los indicadores, y con avances en la planificación de la respuesta a emergencias y el mejoramiento de equipos y centros de operaciones de emergencia. La Ley 602 establece el marco de responsabilidades estatales en labores de atención y recuperación post desastre. Los avances antes mencionados se reflejan en la dotación de personal y equipos para centros de emergencias, así como la sistematización de experiencias y lecciones derivadas de desastres de gran escala. Estas mejoras en la dotación y en la planificación de emergencias han sido importantes para lograr una respuesta más eficaz y coordinada ante las contingencias.

2.24	Se ha observado un incremento en la divulgación generalizada y la toma de conciencia sobre la gestión del riesgo a nivel local. La conformación de redes sociales de protección civil y de ONG que promueven la gestión local del riesgo representa un avance significativo en la preparación y manejo de desastres. La valoración del IGR resalta la participación del sector privado y la consolidación de estas redes ciudadanas como indicadores de una mayor concienciación y preparación comunitaria.

2.25	En el campo de los desafíos, destaca la falta de evidencia respecto de la existencia de planes de recuperación ex ante aprobados por ministerios clave o entes rectores en sectores vitales como agua, saneamiento, telecomunicaciones y energía. Ligado a lo anterior, existe un vacío respecto a una normativa específica que establezca la responsabilidad de formular planes de emergencia o contingencia en diferentes sectores. Este vacío normativo también se refleja en los marcos sectoriales, lo que puede limitar la capacidad de respuesta y preparación ante desastres en sectores críticos. Por otra parte, se identifica la asimetría en las dotaciones de los centros de operaciones de emergencia entre ciudades principales e intermedias. La falta de equipamiento y capacitación adecuada en zonas rurales y ciudades más pequeñas limita la efectividad de la descentralización en la respuesta a emergencias. Esto puede resultar en respuestas tardías o inadecuadas en áreas menos urbanizadas, donde las comunidades son a menudo más vulnerables a los impactos de los desastres. 

5.	Gestión financiera de riesgos

2.26	Bolivia ha realizado avances en materia de gestión financiera del riesgo, donde de acuerdo al iGOPP, se reportan avances “incipientes” con un 35% de cumplimiento de los indicadores para el componente. El país avanzó en la implementación de redes y fondos de seguridad para poblaciones vulnerables a los impactos de fenómenos climáticos adversos en un esfuerzo por mejorar la gestión financiera de riesgos en sectores clave de la economía. Particularmente, el Seguro Agrario Universal "PACHAMAMA" ha permitido el acceso a seguros agrícolas para pequeños productores en municipios de extrema pobreza. Esta iniciativa ofrece subsidios a los agricultores registrados afectados por eventos adversos, representando un mecanismo de transferencia de riesgo significativo, especialmente para productores que no tienen acceso al mercado de seguros tradicional. Asimismo, el establecimiento del Fideicomiso para la Reducción de Riesgos y Atención de Emergencias (FORADE) a través de la Ley 602 de Gestión de Riesgos representó un avance muy importante en la gestión financiera del riesgo. Este fondo capta y administra recursos para financiar la gestión del riesgo.

2.27	A pesar de los avances logrados, quedan aún temas pendientes como la implementación del FORADE y el desarrollo de una estrategia nacional de gestión financiera ex ante de riesgos de desastres. Tampoco cuenta con mecanismos para la retención y transferencia de riesgos y persiste la falta de incentivos para el aseguramiento de viviendas privadas por riesgo de desastres. Estas carencias limitan las opciones de protección financiera para la población y el gobierno frente a los desastres.

 D.	Acciones del Banco en el sector

2.28	Desde el año 2014, el Banco viene apoyando a Bolivia a cerrar brechas en temas estratégicos para robustecer la gestión del riesgo de desastre y contribuir a los procesos de adaptación al cambio climático (ACC). Las líneas de apoyo abarcan desde aspectos de fortalecimiento institucional y mejoras en la gobernanza del riesgo, hasta el desarrollo de capacidades técnicas y la inversión en instrumentos orientados a incrementar la resiliencia ante el impacto de amenazas naturales. En conjunto, las acciones desarrolladas buscan incrementar la sostenibilidad de las políticas públicas en materia de GRD de manera transversal; sin embargo, el Banco también ha focalizado su apoyo en temas y territorios prioritarios en el marco de la planificación de la agenda de desarrollo que el país impulsa. 

2.29	Actualmente, a través del Programa Bolivia Resiliente ante los Riesgos Climáticos financiado por el Banco (BO-L1188), el país está implementando medidas de GRD y ACC. Los objetivos de este Programa están enfocados en mejorar el conocimiento de los riesgos climáticos de entidades públicas encargadas de la identificación del riesgo, planificación del territorio y gestión de la inversión pública, y de fortalecer la gestión y el uso sostenible del capital natural a través de medidas de GRD y ACC. La Tabla 2, ofrece un resumen de las principales acciones a la fecha. 







Tabla 2. Acciones que el Banco ha desarrollado en materia de GRD. 2014 – 2019

	Nombre y código
	Monto (millones de USD)
	Tipo de instrumento y año de aprobación
	Objetivo

	Desarrollo de Perfil de Inversión Pública para Reducción del Riesgo de Desastres
	1
	Cooperación técnica – 2014
	
El objetivo de la CT fue desarrollar una herramienta que permita dimensionar las necesidades de inversión en reducción del riesgo de desastres.


	Programa de Gestión del Riesgo de Desastres I 
(BO-L1104)
	142,53
	PBP – 2015
	
Mejorar la gobernabilidad y capacidad financiera del país para la Gestión del Riesgo de Desastres (GRD), a través del fortalecimiento y modernización del marco normativo, institucional y presupuestal de política pública para la gestión integral del riesgo de desastres. Se trata de una serie de dos Préstamos Programáticos de apoyo a Reformas de Política (PBP) siendo ésta la primera de las dos operaciones previstas.

	Programa de Gestión del Riesgo de Desastres II 
(BO-L1107)
	100
	PBP – 2016
	
Mejorar la gobernabilidad y capacidad financiera del país para la Gestión del Riesgo de Desastres (GRD), a través del fortalecimiento y modernización del marco normativo, institucional y presupuestal de política pública para la GRD. Esta operación es la segunda y última de una serie de dos operaciones bajo la modalidad de Préstamos Programáticos de apoyo a Reformas de Política (PBP).


	Programa Nacional de Riesgo Tecnificado con Enfoque de Cuenca- PRONAREC III (BO-L1226)
	158,4
	Préstamo de Inversión
2016
	Este Programa contribuye a la adaptación al cambio climático en contextos de sequía en el país a través de una gestión eficiente del recurso agua para fines de riego. 

	Bolivia resiliente frente a los riesgos climáticos 
(BO-L1188)
	40
	Préstamo de inversión
2017
	El objetivo del programa es mejorar la resiliencia de Bolivia frente a los riesgos climáticos. Los objetivos específicos son: (i) mejorar la gestión y el uso sostenible del capital natural mediante la implementación de medidas de Reducción del Riesgo (RR) y de Adaptación al Cambio Climático (ACC); y (ii) mejorar el conocimiento de los riesgos climáticos de entidades públicas encargadas de la identificación del riesgo, planificación del territorio y gestión de la inversión pública.


	Asistencia para Atender la Emergencia por Incendios Forestales en el Departamento de Santa Cruz 
(BO-T1351)
	0,2
	Cooperación técnica de Emergencia
2019
	El objetivo de esta cooperación técnica de emergencia es proporcionar al Estado Plurinacional de Bolivia asistencia (ayuda humanitaria) en esta emergencia causada por un desastre (incendios forestales) ocurrido en el Departamento de Santa Cruz. Las acciones podrían incluir la atención a las necesidades esenciales; provisiones, medicinas, transporte, y otros materiales que permitan satisfacer las necesidades inmediatas de la población.

	Programa Nacional de Recursos Hídricos con Enfoque de Cuenca 
(BO-L1226)
	150 
	Préstamo de Inversión (2023)
	Contribuir a la seguridad hídrica en cuencas prioritarias del país, para asegurar la disponibilidad sostenible del recurso para riego agrícola y consumo humano, bajo un enfoque de cuenca y cambio climático. El Programa permitirá dar seguimiento y potenciar las iniciativas relacionadas con adaptación al cambio climático impulsadas bajo el PRONAREC III. 



2.30	Actualmente el BID está apoyando procesos claves como la formulación de la Política y Estrategia de GRD, liderada por el MPD y que aborda uno de los grandes vacíos para implementar el marco normativo de GRD en el país. En esa misma línea de trabajo, el BID está apoyando al país con la actualización del iGOPP y que incluye la capacitación del Gobierno de Bolivia en la aplicación de este instrumento. 

III.	EL PGIRDN DE BOLIVIA

A.	Objetivo y descripción

3.1 El objetivo general del PGIRDN es apoyar los esfuerzos del gobierno dirigidos a consolidar el marco normativo e institucional que mandata la Ley No. 602 de Gestión de Riesgo e impulsar los lineamientos que surjan de la Política y Estrategia Nacional de Gestión de Riesgos de Desastres en formulación. El PGIRDN descansa en los siguientes cinco ejes estratégicos: (i) gobernabilidad y desarrollo del marco rector; (ii) identificación y conocimiento del riesgo; (iii) reducción de riesgos; (iv) preparativos y respuesta a desastres; y (v) gestión financiera de riesgos. Dado los avances y desafíos descritos anteriormente (Sección II. C.) y teniendo en consideración las acciones del Banco en el sector, el Gobierno de Bolivia identificó para cada uno de los ejes los objetivos a mediano plazo para los próximos cinco años, y las metas o indicadores (anuales) de corto plazo para el monitoreo regular por parte del Banco (ver Anexo I).

B.	Elegibilidad y validez del PGIRDN

3.2 Para recibir financiamiento a través de la CCF para desastres, el país debe tener vigente un PGIRDN satisfactorio para el Banco. Bolivia cuenta con un PGIRDN vigente y satisfactorio para el Banco que incorpora indicadores anuales de progreso del país en los principales componentes de la GRD, incluyendo consideraciones de género, en línea con las prioridades de acción del Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030 suscrito por Bolivia, por lo que cumple con este requerimiento de elegibilidad. Para la cobertura de salud pública, el país debe estar al día con el informe de progreso a la Organización Mundial de la Salud (OMS) respecto al cumplimiento del Reglamento Sanitario Internacional (RSI). Conforme a lo reportado por el Ministerio de Salud, Bolivia cumple con este requerimiento.

C.	Monitoreo y evaluación

3.3 Durante el período de vigencia del préstamo BO-O0010, el Banco realizará una evaluación anual del PGIRDN para determinar si éste progresa de manera satisfactoria, sobre la base de los indicadores establecidos para ese propósito. El avance satisfactorio del PGIRDN permitirá mantener la elegibilidad del país para tener acceso a los recursos del financiamiento contingente. Como parte de cada evaluación anual, el Banco y el Gobierno de Bolivia acordarán los indicadores de progreso para la siguiente evaluación del PGIRDN.

3.4 Para fines de la primera evaluación del PGIRDN, los ejes estratégicos, los resultados esperados y los indicadores de progreso por eje estratégico se presentan en la Matriz de Indicadores (Anexo 1). El cumplimiento satisfactorio de los indicadores propuestos en la Matriz permitirá mantener la elegibilidad del país para recibir desembolsos de los recursos otorgados al amparo del presente préstamo BO-O0010.

3.5 En el caso que la evaluación anual no fuese satisfactoria, el Banco solicitaría al Gobierno de Bolivia las acciones necesarias para lograr su cumplimiento satisfactorio en un plazo no mayor de 90 días calendarios. En caso de que al cabo de este período el Banco verifique que no se han remediado las insuficiencias detectadas, podrá, mediante notificación explícita al Gobierno de Bolivia, suspender la cobertura del préstamo BO-O0010, hasta tanto no se resuelva la situación anotada, a satisfacción del BID.
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ANEXO I 

METAS E INDICADORES ANUALES PARA EL PGIRDN
Línea de Crédito Contingente (BO-O0010)

	Eje estratégicoPreparativos y Respuesta 

	Objetivos estratégicos de mediano plazo (5 años)
	Indicadores de progreso propuestos
Primer año
	Comentarios / Justificación

	Gobernabilidad y desarrollo del marco rector
	Fortalecimiento del marco normativo e institucional para la GRD y la ACC a través de los instrumentos de planificación del desarrollo.
	Aprobación de la Política y Estrategia de Gestión de Riegos de Desastres, que integra medidas de adaptación al cambio climático e incluye lineamientos para la inclusión del enfoque de género y poblaciones indígenas en los procesos de gestión integral del riesgo.

Verificable: Resolución Ministerial del MPD que aprueba la Política y Estrategia de GRD

Responsable: Viceministerio de Planificación y Coordinación del Desarrollo 

	La formulación y aprobación de la Política y Estrategia es un paso relevante para fortalecer la aplicación de la Ley 602 de Gestión de Riesgos, que se promulgó en abril de 2014. La Ley marcó un hito en Bolivia al enfatizar los principios de precaución, prevención, participación ciudadana y coordinación entre los niveles de gobierno y la sociedad civil. Adicionalmente, definió las bases para una gestión del riesgo que integra medidas de adaptación al cambio climático y desarrollo sostenible, reconociendo la importancia de abordar las causas subyacentes de la vulnerabilidad. 

Se espera la aprobación de estas herramientas, durante el primer semestre de 2024,  liderada por el MPD. Las mismas son críticas para establecer un marco normativo y operativo que guíe las acciones de gestión del riesgo de desastre a nivel sectorial y territorial,  facilitan la coordinación entre diferentes niveles de gobierno y aseguran que las acciones están alineadas con estándares internacionales y mejores prácticas. Tanto la Política como la Estrategia contribuirán a superar retos actuales para implementar la Ley 602, como integrar mejor los procesos asociados con el cambio climático y sus expresiones en el país, optimizar el proceso de descentralización, fortaleciendo las capacidades de los gobiernos subnacionales, incentivar la participación de la ciudadanía y catalizar los procesos entre la gestión del riesgo de desastre y la agenda de desarrollo sostenible.

	
	
	Fortalecimiento de capacidades para la aplicación del Índice de Gobernabilidad y Políticas Públicas para la Gestión del Riesgo de Desastres (iGOPP).

Verificables: i) Informe sobre participación de UDAPE en actualización del iGOPP 2024; ii) Inscripción de 2 funcionarios en curso sobre IGOPP 

Responsable: UDAPE 
	El iGOPP, es una herramienta de diagnóstico que mide la existencia de una serie de condiciones normativas, institucionales y presupuestarias para la gestión del riesgo de desastres. El iGOPP evalúa aspectos como la institucionalidad, procesos de planificación, capacidades de gestión, sistemas de monitoreo y evaluación y participación ciudadana en la formulación de políticas públicas. Este proceso es importante para mejorar la capacidad institucional de Bolivia para el monitoreo de sus procesos de reformas de políticas públicas y la identificación de vacíos en condiciones normativas, institucionales y presupuestarias en la gestión del riesgo de desastres.

	
	
	
	La participación de UDAPE en la actualización del iGOPP y la capacitación de funcionarios reflejan un compromiso con la adopción de estándares internacionales y mejores prácticas en la gestión de riesgos. Al invertir en el conocimiento y habilidades de los responsables de formular políticas y estrategias, el país incrementa su resiliencia ante eventos adversos, asegurando un desarrollo sostenible y la protección de sus ciudadanos y recursos.

	
	
	Plan Nacional de Ordenamiento Territorial con criterios de Reducción de Riesgo de Desastre.

Verificables:  TdR para la formulación del Plan Nacional de Ordenamiento Territorial aprobados por la Dirección de OT del MDP 

Responsable: Dirección de Ordenamiento Territorial del MPD. 

	El Plan Nacional de Ordenamiento Territorial es un instrumento de planificación de alcance nacional que contiene lineamentos generales para establecer el marco de referencia espacial necesario para las distintas actividades humanas, ya sean asentamientos humanos, actividades productivas o de protección de los recursos naturales, estableciendo la vocación de las diversas zonas del territorio. El Plan debe ser el instrumento técnico que establezca las líneas para la formulación tanto del Plan General de Desarrollo Económico Social (PGDES), así como del Plan de Desarrollo Económico Social (PDES), tal y como se establece en la Ley N° 777 del SPIE. Este tipo de instrumento es crítico para la planificación del desarrollo sostenible; armoniza el uso del suelo, la planificación urbana y rural y las prácticas de construcción con las estrategias de gestión del riesgo de desastre; y minimiza pérdidas humanas y económicas y protege el medio ambiente al impulsar un enfoque que permite a Bolivia prepararse mejor ante la variabilidad climática y los eventos extremos, asegurando un desarrollo que respeta los límites de la naturaleza y las necesidades de sus habitantes. En un contexto nacional en donde eventos como deslizamientos e inundaciones son frecuentes, un Plan Nacional con estos criterios podría prevenir la expansión de asentamientos en zonas de alto riesgo. 

	Identificación de riesgos
	Aumento del conocimiento de riesgos climáticos en cuencas y áreas priorizadas del país 
	Estudios de identificación del riesgo de inundaciones en cuencas priorizadas por el MMAyA

Verificable: informe de progreso de los estudios remitido por Unidad Ejecutora del Programa Bolivia Resiliente

Responsable: Viceministerio de Recursos Hídricos y Riego del MMAyA

	A través del Programa Bolivia Resiliente (BO-L1188) liderado por el Viceministerio de Recursos Hídricos y Riego, se vienen realizando estudios probabilísticos del riesgo de inundaciones para informar el diseño e implementación de obras de reducción del riesgo de inundaciones, incluyendo escenarios de cambio climático, en cuencas priorizadas del país. Estos estudios son claves para entender y anticipar la frecuencia e intensidad de estos eventos en áreas que potencialmente podrían verse afectadas. Permiten a los planificadores y gestores de riesgo diseñar medidas de mitigación y preparación basadas en evidencia científica. Además, contribuyen a la planificación estratégica, la asignación eficiente de recursos para la prevención y la respuesta rápida en situaciones de emergencia, y son fundamentales para proteger las vidas, los medios de subsistencia y la infraestructura crítica. 

	
	
	Estudios relacionados con la población originaria, indígena y multicultural y su exposición al riesgo de desastre (con énfasis en aspectos de genero e inclusión).

Verificable: Borrador del estudio finalizado y remitido al remitido al BID para comentarios. 

Responsable: Viceministerio de Agua del MMAyA
	Estos estudios, que están siendo financiados bajo el Programa BO-L1188, son muy relevantes para identificar vulnerabilidades específicas y capacidades dentro de las comunidades originarias, indígenas y multiculturales, que suelen tener los niveles de riesgo de desastre más elevados. Estudios de esta naturaleza guían las estrategias de reducción de riesgo y promueven que las respuestas ante desastres tengan en cuenta consideraciones de género, sean inclusivas, equitativas y culturalmente adecuadas. Este estudio en particular estará guiado por la metodología de economía del comportamiento y enfocado en las poblaciones más vulnerables que viven en áreas propensas a inundaciones en el Departamento de Cochabamba. 

	
	Fortalecimiento de las capacidades de monitoreo de las amenazas hidrometereológicas
	Fortalecimiento de la red de estaciones hidrometeorológicas del SENAMHI. 

Verificable: Informe de avance en la ampliación de la red de estaciones hidrometereológicas. 

Responsable: MMAyA

	El SENAMHI ha desarrollado esfuerzos para fortalecer su red de vigilancia climática; sin embargo, persisten desafíos relacionados con la ampliación de la cobertura y mantenimiento de la red, especialmente en áreas remotas. Adicionalmente, el país enfrenta retos para garantizar el financiamiento de la red y la capacitación del recurso humano. Estos desafíos varían según las particularidades regionales del país. En el caso de la cuenca del río Rocha, en Cochabamba, existen zonas propensas a deslizamientos e inundaciones, y en donde el registro de eventos se ha incrementado en los últimos años. En este sentido, es central el mejoramiento de la red de vigilancia para que los sistemas de alerta temprana puedan cumplir su función de forma oportuna.

	Reducción de riesgos
	Aumento en la implementación de medidas de gestión del riesgo y adaptación al cambio climático 
	Medidas de mitigación estructural del riesgo de inundaciones implementadas en cuenca del rio Taquiña.

Verificable: adjudicación de la licitación de la obra 

Responsable: Viceministerio de Recursos Hídricos y Riego, MMAyA 

	La implementación de medidas de mitigación estructural, como barreras o sistemas de drenaje mejorados, es vital para reducir la exposición de las comunidades ante eventos de inundación. Estas medidas tienen un impacto directo en la reducción de daños potenciales y en la mejora de la resiliencia comunitaria. En el caso de la cuenca del río Taquiña, se ha observado un incremento reciente de las inundaciones y aluviones ante una combinación de factores asociados a precipitaciones intensas, incremento de la deforestación y ocupación de zonas aledañas al cauce principal y tributario; en conjunto, el riesgo de desastre se incrementó y se ha materializado en los eventos que se dieron en 2018 y 2020. El municipio de Tiquipaya es la principal área de concentración de daños y pérdidas; tanto en los eventos de 2018 como de 2020, principalmente viviendas y terrenos productivos que se han instalado dentro del cauce externo del río. Aunque las autoridades han invertido en algunas medidas de mitigación, como dragado y limpieza del cauce, se requieren obras complementarias de protección.

	
	
	Planes de gestión de sequía para los operadores del servicio de agua potable y saneamiento.

Verificable: TdR para la contratación de los planes 

Responsable: Viceministerio de Agua y Saneamiento, MMAyA

	Estos planes son esenciales para garantizar la seguridad hídrica y la sostenibilidad del suministro de agua en contextos de variabilidad y cambio climático. Permiten una gestión eficiente de los recursos hídricos, minimizando el impacto de las sequías y otras manifestaciones de déficit en las comunidades, economías locales y sistemas productivos de importancia nacional. En el contexto boliviano, estas herramientas son especialmente útiles en regiones como el Altiplano, en donde la escasez de agua es un problema recurrente. La implementación de estos planes puede ayudar a prevenir crisis de agua potable, asegurando la continuidad del servicio en periodos de sequía.

	
	
	1. Perfil de Inversión para Riesgos por Incendios Forestales.

Verificable: publicación del perfil en el sitio web de la AMT

Responsable: Ministerio de Planificación del Desarrollo 

	Los incendios han tenido un impacto significativo respecto a la pérdida de biodiversidad, emisiones de carbono y afectación a comunidades indígenas y locales. Por ejemplo, con los incendios de 2019 en la Chiquitanía, se perdieron más de 5 millones de hectáreas de bosque y sabanas. Este perfil de inversión es una herramienta estratégica clave para abordar de manera proactiva uno de los riesgos ambientales más significativos actualmente en Bolivia. El perfil permitirá identificar y priorizar inversiones en prevención, control y respuesta ante incendios forestales, asegurando que los recursos se asignen eficientemente a las áreas de mayor necesidad y potencial impacto. La creación de este perfil responde a la urgencia de proteger los ecosistemas, la biodiversidad y los medios de vida dependientes de los bosques, especialmente en el contexto de cambio climático, que aumenta la frecuencia e intensidad de estos eventos.

	
	Fortalecimiento de un enfoque de género y de inclusión en la Gestión del Riesgo de Desastres 
	Incorporación de un enfoque de género y poblaciones vulnerables en la gestión del riesgo de desastres a través de los instrumentos de planificación del desarrollo 

Verificable: Términos de Referencia para el diagnóstico y plan de acción para la incorporación de la perspectiva de género y poblaciones vulnerables en la GRD. 

2. Responsable: MPD
	En Bolivia, el potencial impacto catastrófico de los desastres tiende a afectar desproporcionadamente a los grupos más vulnerables, en particular a las mujeres y poblaciones indígenas, quienes frecuentemente cuentan con menos mecanismos para afrontar estos eventos. En la formulación de la Política y Estrategia de GRD que lidera el MPD se ha identificado la oportunidad de impulsar un enfoque de género e inclusión como parte de los procesos de incorporación de criterios de GRD en los instrumentos de planificación del desarrollo (tales como planes de ordenamiento territorial, entre otros). El Banco también identificó la oportunidad de apoyar estos esfuerzos de Bolivia a través de recursos de cooperación técnica no reembolsable. 

	Preparativos y respuesta a desastres 
	Fortalecimiento de los planes de emergencia y contingencia a nivel nacional y local 
	Implementación del Plan de Acción Durante Emergencia (PADE) y de Gestión de Riesgos para la Presa de Yanacochi.

Verificable: Informe de recepción del proyecto de Yanacochi que incluye el documento del PADE y del Plan de GRD. 

Responsable: MMAyA 
	La formulación PADE para la Presa de Yanacochi se está elaborando mediante un proceso participativo y multisectorial, que asegura la inclusión de las partes interesadas, incluidas autoridades locales, comunidades afectadas, expertos en gestión del riesgo de desastres y organizaciones internacionales. Este enfoque garantiza que el plan sea integral y refleje las necesidades y aportes de todos los sectores involucrados. Además, el desarrollo del PADE se alinea con los estándares internacionales más actuales en materia de gestión del riesgo de desastres y preparación ante emergencias y puede ser un modelo para la generación de estos lineamientos a nivel nacional. 

	
	
	Elaboración de los PADES para 18 presas a nivel nacional 

Verificable: PADES entregados 

Responsable: MMAyA 

	El PADE es central para garantizar una gestión eficaz de situaciones de emergencia que puedan surgir debido a eventos extremos. Este plan establece protocolos claros de actuación para minimizar los riesgos asociados a la operación de la presa, protegiendo así a las comunidades río abajo y los ecosistemas circundantes y asegurando la continuidad de servicios esenciales como el suministro de agua y la generación de energía. Al considerar escenarios de riesgo detallados y definir responsabilidades específicas para los distintos actores involucrados, el PADE fortalece la preparación y capacidad de respuesta ante potenciales emergencias, reduciendo el impacto de posibles desastres y mejorando la seguridad pública.

	
	
	Actualización del Plan Nacional de Emergencia  

Verificable: Resolución del CONARADE que aprueba el Plan Nacional de Emergencia 

Responsable: VIDECI 
	El Plan Nacional de Emergencia es el principal instrumento de planificación que guía las intervenciones a nivel nacional de todo el SISRADE en contextos de emergencia. Por la naturaleza de esta herramienta, su actualización es esencial para garantizar su efectividad.  El Plan Nacional de Emergencia es actualizado anualmente por el VIDECI y validado por la instancia superior del SISRADE que es el Consejo Nacional de Reducción de Riesgos y Atención de Desastres, CONARADE. 

	
	Fortalecimiento de los preparativos ante emergencias 
	Simulacro nacional implementado en municipios priorizados 

Verificable: Informe de implementación del simulacro nacional para inundaciones e incendios forestales realizado a nivel nacional en municipios priorizados. 

Responsable: VIDECI

	La realización periódica de simulacros que lidera el VIDECI es fundamental para evaluar y fortalecer la capacidad de respuesta del país ante diversos tipos de desastres. Este tipo de ejercicio permite identificar brechas en los sistemas de preparación y respuesta, mejorar la coordinación entre diferentes niveles de gobierno y organismos de respuesta a emergencias, y aumentar la conciencia y preparación de la población. Los simulacros son herramientas clave para la mejora continua de los planes de emergencia, asegurando que tanto los encargados de tomar decisiones como la ciudadanía estén mejor preparados para actuar de manera efectiva y coordinada en caso de desastres.

	
	
	Simulacros de inundaciones a nivel local en cuencas priorizadas 

Verificable: informe de los simulacros realizados 

Responsable: MAAyA
	En el marco del Programa Bolivia Resiliente y a efectos de garantizar que las medidas estructurales de reducción del riesgo están acompañadas de una adecuada planificación de preparativos para la emergencia, el MMAyA está realizando simulacros de inundaciones en cuencas priorizadas del Programa. 

	
	
	Socialización del Plan Nacional de Emergencias y Desastres en Salud 

Verificable: Informe de los talleres de socialización en departamentos y-o municipios de alto riesgo. 

Responsable: Unidad de Gestión de Riesgos y Emergencias en Salud, MINSA
	La aprobación del Plan Nacional de Emergencias y Desastres en Salud constituye un importante hito para el Ministerio de Salud en sus responsabilidades sectoriales para la atención de emergencias.  Para su efectiva implementación es esencial un proceso amplio de socialización con los distintos niveles territoriales. 

	[bookmark: _Hlk531852395]Gestión financiera del riesgo
	Fortalecimiento de la resiliencia financiera ante desastres asociados a amenazas naturales y de salud pública.
	Ampliación de la cobertura de protección financiera ante desastres 

Verificable: Contratación de un préstamo contingente con cobertura para inundaciones, sismos, incendios forestales, sequías y emergencias en salud. 

Responsable: Ministerio de Economía y Finanzas Públicas (MEFP)
	La adquisición del préstamo contingente fortalece las capacidades del país para la gestión de emergencias, brindando liquidez ante el impacto de amenazas naturales con potencial catastrófico como inundaciones, sequías, incendios forestales y sismos, al igual que emergencias de salud pública. El préstamo contingente viene a llenar un vacío en términos de instrumentos de retención del riesgo con que no contaba el país para hacer frente a emergencias y desastres de gran magnitud, fortaleciendo la resiliencia financiera del país ante impactos del cambio climático. 

	
	
	Estrategia de Gestión Financiera del Riesgo de Desastres 

Verificable: Lineamientos para la elaboración de una Estrategia de Gestión Financiera del Riesgo de Desastres 

Responsable: MEFP 
	Bolivia carece de un instrumento formal que plasme la visión estratégica del país en materia de gestión financiera del riesgo. La formulación de una Estrategia de Gestión Financiera del Riesgo de Desastres supone un paso fundamental para guiar el proceso de optimización de las herramientas de retención y transferencia del riesgo de Bolivia y promover la reducción sistemática de la vulnerabilidad financiera al impacto de amenazas naturales y salud ajustada al perfil de riesgo del país, incorporando escenarios de cambio climático. 
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